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miento personal y directo, por el órgano judicial si éste
hubiera actuado con una razonable diligencia y la cor-
poración entonces demandante se hubiera conducido
con la responsabilidad y buena fe que cabe esperar de
quien pretende obtener la protección de sus intereses
en un proceso judicial, habida cuenta que esta pretensión
es radicalmente incompatible con cualquier comporta-
miento que dificulte o impida la contradicción de quien
ostenta unos intereses que han de ventilarse en el litigio.

Sobre este particular hemos de recordar que en la
mencionada STC 126/1999, FJ 4, con remisión expresa
a la STC 239/1998, de 15 de diciembre, FJ 2, este
Tribunal ha subrayado que «el deber de emplazar pesa
sobre el Tribunal siempre que sepa que existen personas
legitimadas cuyo emplazamiento resulta factible, sin per-
juicio de la colaboración que las partes están obligadas
a prestarle para asegurar el cumplimiento efectivo de
ese deber judicial de emplazar lo cual refuerza la res-
ponsabilidad de lealtad, colaboración y buena fe que
pesaba en este caso sobre quien actuaba como deman-
dante». Por consiguiente, al igual que en aquella ocasión,
debemos concluir que, al darse por bueno el emplaza-
miento edictal sin agotar todas las posibilidades tenden-
tes a asegurar la comunicación personal y directa inda-
gando el domicilio de la hoy solicitante de amparo, el
recurso a la publicación de edictos no ha sido fruto de
la utilización de un criterio de racionalidad al no haberse
utilizado excepcional y supletoriamente como último
remedio procesal, lo que contraviene una doctrina cons-
titucional reiterada y consolidada según la cual «el empla-
zamiento o citación no es un mero trámite o requisito
formal ni una simple diligencia de ordenación que per-
mite la continuación del proceso sino que, muy al con-
trario, constituye la pieza clave que garantiza que los
interesados y las partes puedan comparecer en juicio
en defensa de sus intereses» (STC 126/1999, FJ 4).

5. De lo expuesto resulta que la ahora solicitante
de amparo debió ser emplazada directa y personalmente
al proceso para defender sus legítimos derechos e inte-
reses, pues tenía un domicilio fácilmente identificable
para la práctica de dicha comunicación. Por otro lado,
no existe constancia alguna de que mantuviera un com-
portamiento pasivo o negligente que le impidiera alcan-
zar un conocimiento extraprocesal del litigio. Todo lo
cual conduce a la estimación del presente recurso de
amparo porque en la tramitación del recurso conten-
cioso-administrativo núm. 962/91 ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo (Sección Quinta) de la Audiencia
Nacional se lesionó el derecho de doña Alba Merán
Merán a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art.
24.1 CE).

De conformidad con lo postulado por la recurrente,
el otorgamiento del amparo ha de consistir en el presente
caso, para que sea efectivo el «restablecimiento del
recurrente en la integridad de su derecho» [art. 55.1
c) LOTC], no sólo en la anulación de la Sentencia con
retroacción de actuaciones para el emplazamiento de
aquélla, sino también en la anulación de la Resolución
del Ministerio de Educación y Ciencia de 26 de octubre
de 1995 (adoptada, según sus propios términos, en eje-
cución de dicha Sentencia) y la comunicación del Ilustre
Colegio Profesional de 5 de agosto de 1998, dando cum-
plimiento a la resolución ministerial, transcritas ambas,
en lo pertinente, en el tercero de los antecedentes de
esta Sentencia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho fun-
damental de doña Alba Merán Merán a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo (Sección Quinta) de la Audiencia
Nacional de 10 de marzo de 1995, dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 962/91.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente posterior a la formulación de la deman-
da de dicho recurso contencioso-administrativo, al objeto
de que sea emplazada directa y personalmente.

4.o Anular la Orden del Ministerio de Educación y
Ciencia de 26 de octubre de 1995, dictada en ejecución
de dicha Sentencia, y la comunicación que, en cumpli-
miento de dicha Orden ministerial, dirigió el Ilustre Cole-
gio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de Las Pal-
mas a la recurrente en amparo en fecha 5 de agosto
de 1998.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de abril de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montavo.—Firmado
y rubricado.

9775 Sala Segunda. Sentencia 88/2002, de 22 de
abril de 2002. Recurso de amparo 1548/99.
Promovido por «Uralita, S. A.», y otras res-
pecto al Auto de la Sala de lo Social del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía que
desestimó su recurso de queja en un incidente
de ejecución de Sentencia sobre despido.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso al recurso legal): tér-
mino inicial del plazo para interponer recurso
de queja, apreciado sin error patente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1548/99, promovido
por «Uralita, S. A.», «Tisa Instalaciones, S. A»., y «Con-
tenur, S. A.», representadas por la Procuradora de los
Tribunales doña Margarita López Jiménez y asistidas por
el Abogado don Jesús Pardo de Santayana Dubois, con-
tra el Auto de la Sala de lo Social, con sede en Sevilla,
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 15
de febrero de 1999, que desestima el recurso de queja
(núm. 4433/98) incoado contra el Auto de 18 de
noviembre de 1998 del Juzgado de lo Social núm. 4
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de Sevilla. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
parte don Manuel Álvarez Amor, representado por el
Procurador don Luciano Rosh Nadal y bajo la dirección
del Letrado don Francisco Goñi Ysern. Ha sido Ponente
el Magistrado don Tomás S. Vives Antón, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Tribunal el 12
de abril de 1999, las sociedades «Uralita, S. A.», «Tisa
Instalaciones, S. A.», y «Contenur, S. A.», representadas
por la Procuradora de los Tribunales doña Margarita
López Jiménez, interponen recurso de amparo contra
el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, en su sede de Sevilla, que
se cita en el encabezamiento.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes:

a) El 13 de mayo de 1997 el Juzgado de lo Social
núm. 4 de Sevilla dictó Sentencia en procedimiento de
despido, estimando la demanda formulada contra las
recurrentes en amparo por uno de sus trabajadores, don
Manuel Álvarez Amor, declarando improcedente su des-
pido. Las empresas condenadas anunciaron recurso de
suplicación, en escrito registrado en el Juzgado de lo
Social núm.4 de Sevilla el día 11 de junio de 1997.

b) El interesado solicitó la ejecución provisional de
la Sentencia por escrito de 18 de junio de 1997, for-
mándose la correspondiente pieza separada y acordán-
dose lo solicitado en providencia del Juzgado de lo Social
de 19 de junio de 1997, conforme a lo prevenido en
el art. 295.1 LPL.

c) Por escrito de 26 de junio de 1997 la represen-
tación de las sociedades condenadas presentó recurso
de reposición contra la precitada providencia, impug-
nándose de contrario. Razonaban las recurrentes que
no sería aplicable al caso el art. 295.1 LPL, pensado,
decían, para supuestos en los que la opción se realiza
en favor de la readmisión del trabajador despedido, justo
lo contrario de lo que habría de entenderse en el caso
de autos toda vez que, habiéndose anunciado recurso
de suplicación y aportado a tal fin un aval equivalente
al importe de la indemnización, tenía que convenirse
que optaban por ésta.

d) Por Auto de 31 de julio de 1997 el Juzgado
de lo Social desestimó el recurso de reposición. A su
juicio las recurrentes no optaron expresamente por la
indemnización en el plazo legalmente previsto para ello,
de forma que, al amparo del art. 56.3 LET, tácitamente
lo hicieron por la readmisión del trabajador, razón por
la que acuerda continuar la ejecución provisional iniciada
en la providencia de 19 de junio.

e) El interesado solicitó la continuación de la eje-
cución provisional, reclamando el abono de salarios que
consideraba adeudados en fase de ejecución. En pro-
videncia de 9 de septiembre de 1997 el juzgador requirió
a las condenadas el abono del importe de los salarios
devengados desde el día posterior a la notificación de
la Sentencia, apercibiéndolas de su exacción por la vía
de apremio de no darse cumplimiento a lo ordenado.

f) La Sentencia del proceso principal devino firme
tras el desistimiento del recurso de suplicación que pre-
viamente habían interpuesto las condenadas, acordán-
dose así por la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia en Auto de 26 de noviembre de 1997.

g) La providencia de fecha 2 de febrero de 1998
del Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla acusa recibo
de la certificación de aquella resolución de la Sala de

lo Social, de 26 de noviembre de 1997. Y acuerda, en
su virtud, dar el curso legal a las consignaciones y depó-
sitos habidos para recurrir, manteniendo el aval prestado
hasta la total ejecución de la Sentencia ya firme. Al mis-
mo tiempo requiere a las condenadas el pago de las
cantidades adeudadas correspondientes a los salarios
de trámite hasta la fecha de declaración de la firmeza,
con la advertencia de que, de no acreditarse el cum-
plimiento en plazo, se ejecutaría el aval prestado. En
providencia de 23 de febrero de 1998 se ordenó hacer
efectivo el citado aval.

h) Por otra parte, firme la Sentencia, el día 3 de
marzo de 1998 la parte actora presentó escrito instando
incidente de no readmisión, al no haberse dado cum-
plimiento a lo establecido en el art. 281 LPL. Se citó
a comparecencia a las partes, celebrándose el día 27
de abril de 1998.

i) La providencia de 23 de febrero fue recurrida en
reposición por las empresas solicitantes de amparo, adu-
ciendo que, a través de un escrito de 11 de febrero,
habían dado cumplimiento al requerimiento contenido
en la providencia del día 2 de ese mes, de modo que
el órgano judicial no podía hacer efectivo el aval como
decidió en la resolución impugnada, cuya anulación se
solicitaba.

j) El Juzgado de lo Social, por Auto de 18 de sep-
tiembre de 1998, desestimó el indicado recurso al no
constarle en autos la recepción del escrito de 11 de
febrero al que se referían las ejecutadas. Por otra parte
resolvía en el mismo Auto el incidente de no readmisión
instado con fecha de 3 de marzo de 1998, declarando
extinguida la relación laboral y fijando la indemnización
y el importe de los salarios dejados de percibir que debían
abonar las condenadas.

k) Éstas formalizaron recurso de reposición contra
el Auto de 18 de septiembre. Esgrimían, básicamente,
una supuesta prescripción de la acción para instar la
ejecución de la Sentencia firme de despido, puesto que
el ejecutante habría actuado fuera del plazo de tres
meses establecido en los arts. 277.2 y 3 LPL. En Auto
de 26 de octubre de 1998 el recurso de reposición resul-
tó desestimado, remitiéndose el juzgador a lo señalado
en el recurrido.

l) Las empresas ejecutadas anunciaron recurso de
suplicación contra el Auto de 26 de octubre, con base
en el art. 189.2 LPL, al haberse resuelto en él puntos
sustanciales no controvertidos en el pleito y no decididos
en la sentencia. En Auto de 18 de noviembre de 1998,
el Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla dispuso que
no había lugar a tener por anunciado el recurso, y en
su consecuencia declaró firme el Auto de 26 de octubre,
al no darse ninguno de los supuestos que conforme al
art. 189.2 LPL permiten recurrir en suplicación. Se adver-
tía que contra la resolución dictada cabía recurso de
queja ante la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía «en el término de los diez dias
siguientes a la recepción del testimonio del presente
auto que podrá ser reiterado de este Juzgado en el plazo
de los seis dias siguientes al de su notificación».

m) El Auto de 18 de noviembre fue, efectivamente,
recurrido en queja, desestimada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en su
sede de Sevilla, por Auto de 15 de febrero de 1999.
En él se declaraba el recurso extemporáneo. Según indi-
can los hechos de este último Auto, y puede verificarse
en las actuaciones remitidas por ese Tribunal, la reso-
lución de 18 de noviembre fue notificada a las empresas
el 7 de diciembre de 1998 y el escrito del recurso de
queja ingresó en la Sala de lo Social el día 23 de ese
mismo mes, circunstancia temporal en la que la Sala
se apoya para apreciar la extemporaneidad reseñada.
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En concreto dicen sus hechos: «Según es de ver en el
folio 248 de los actuados de instancia y se reconoce
en el escrito donde se formula el presente recurso, el
auto al que éste se refiere se notificó a las empresas
que suscriben aquél el 7/12/98, con entrega del tes-
timonio que se ha acompañado, como se acordó en el
auto recurrido, habiendo ingresado esta queja en la Sala
el 23/12/98». Su razonamiento jurídico único señala:
«De lo expuesto anteriormente resulta con claridad que
las empresas recurrentes han superado con exceso el
plazo de diez días hábiles desde la entrega del testimonio
que se le advirtió en el auto combatido y establecen
los arts. 1698 y 1700 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
a la que se remite el art. 187 de la Ley de Procedimiento
Laboral, de ahí que deba declararse la extemporaneidad
de esta queja, con advertencia de que no cabe recurso
alguno, a tenor del mentado art. 1700, como dijo el TS
en el auto de 25/2/93».

3. La demanda de amparo se dirige contra el Auto
de 15 de febrero de 1999, dictado por la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
en el recurso de queja núm. 4433/98. Las recurrentes
aducen que el día 7 de diciembre de 1998 recibieron
la notificación del Auto de 18 de noviembre, en el que
se indicaba que contra el mismo cabía recurso de queja
en el término de los diez días siguientes a la recepción
del testimonio del Auto en un plazo máximo de seis
desde su notificación. Aportan copia del Auto, con el
sello original del Juzgado en el que se indica la fecha
de 18 de noviembre de 1998, y que dicen haber recibido
como notificación el día 7 de diciembre. Señalan que
el siguiente día 15 solicitaron y recibieron la copia tes-
timoniada, presentando seguidamente la queja en plazo
(concretamente el día 23 de diciembre), esto es, dentro
de los diez días posteriores a la entrega por el Juzgado
del testimoniado. La Sala de lo Social, así pues, decla-
rando extemporáneo el recurso de queja por error en
el dies a quo, vulneró el art. 24.1 CE en su vertiente
del derecho al recurso. Se nos solicita, en consecuencia,
la anulación del Auto de 15 de febrero de 1999, teniendo
por anunciado en tiempo y forma el recurso de queja
formalizado.

4. El 23 de junio de 1999, la Sala Segunda del
Tribunal Constitucional requirió al Juzgado de lo Social
núm. 4 de Sevilla la remisión de certificación acreditativa
de la fecha de notificación del Auto de 18 de noviembre
de 1998, así como de la fecha de entrega del testimonio
de dicho Auto a la representación procesal de los
recurrentes a los fines de la interposición del recurso
de queja. El día 9 de julio de 1999 se recibió escrito
del Secretario del Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla
en el que certifica que «en los autos n.o 290/97C de
este órgano consta que el Auto de 18/11/98 se notifico
a la representación procesal de las entidades «Uralita,
S. A.», «Tisa Instalaciones, S. A.» y «Contenur, S. A.»,
el día 7 de diciembre de 1998. Asimismo que no consta
fecha de entrega del testimonio de dicho Auto a los
fines de interposición de Recurso de Queja».

5. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, en
providencia de 5 de octubre de 1999, acordó conocer
del presente recurso de amparo y admitir a trámite la
demanda presentada por la Procuradora doña Margarita
López Jiménez, en nombre y representación de las enti-
dades recurrentes. En aplicación de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC se solicitaba a los órganos judiciales de
instancia y suplicación la remisión de las actuaciones
y el emplazamiento de quienes hubieren sido parte en
el procedimiento, excepto de las recurrentes en amparo,

al objeto de que pudieran comparecer, si lo deseaban,
para defender sus derechos.

6. La Sala Segunda de este Tribunal acordó, en pro-
videncia de 16 de diciembre de 1999, tener por per-
sonado y parte al Procurador de los Tribunales don Lucia-
no Rosh Nadal, en nombre y representación de don
Manuel Álvarez Amor, y, a tenor de lo dispuesto en el
art. 52.1 LOTC, dar vista de las actuaciones recibidas
a todas las partes personadas y al Ministerio Fiscal para
que presentasen las alegaciones que estimaran per-
tinentes.

7. El Ministerio Fiscal formula las suyas en escrito
registrado el 18 de enero de 2000, interesando la esti-
mación del presente recurso. Atendiendo a la certifica-
ción del Secretario del Juzgado de lo Social expedida
a instancias de este Tribunal, según la cual no constaría
fecha de entrega del testimonio del Auto del Juzgado
de lo Social que tuvo por no anunciado el recurso de
suplicación, la interpretación más favorable a la plena
efectividad del derecho al acceso a los recursos obligaría
a situar la entrega de la copia testimoniada en el último
día del plazo de los seis concedidos por el Juzgado para
retirarla, lo que determinaría que el inicio del plazo para
formalizar la queja comenzara el día 16 de diciembre
de 1998, resultando el recurso presentado en tiempo
y forma.

8. Por escrito de 8 de enero de 2000 se reciben
las alegaciones de don Manuel Álvarez Amor. Sostiene,
en primer término, que las recurrentes tuvieron una con-
ducta procesal fraudulenta y abusiva, resistente al pago
de las cantidades objeto de la condena. Por otro lado
afirma que sólo cabe plantear en esta sede, visto que
no se recurrieron en amparo directamente las resolu-
ciones anteriores, las razones de la inadmisión del recur-
so de queja contenidas en el Auto que cerró la vía judicial.
A mayor abundamiento, aduce que, conforme a las pro-
pias declaraciones de las recurrentes, éstas recogieron
el testimonio fuera de plazo, puesto que en el de seis
días que el Auto de 18 de noviembre ofrecía debía com-
prenderse el de la notificación, estando por ello precluido
el plazo si se recibió el testimonio el día 15 de diciembre,
como señalan los solicitantes de amparo. Finalmente
denuncia que la demanda de amparo se interpuso inde-
bidamente y respecto de derechos no susceptibles de
amparo, ámbito excluido en el que, según parece, pre-
tende comprender el derecho al recurso.

9. La parte recurrente formula sus alegaciones en
escrito registrado el 13 de enero de 2000. Pone de
manifiesto que el testimonio del Auto de 18 de noviem-
bre le fue entregado el día 15 de diciembre, insistiendo
en que el obrar negligente de quien entregó el testimonio
sin dejar nota bastante del mismo en las actuaciones
no puede perjudicarle privándole del recurso de queja
al que tiene, por Ley, derecho. Añade que el testimonio
que le fue entregado no llevaba fecha tras el protocolario
«Corresponde bien y fielmente con su original al que
me remito y para que conste y sirva de notificación en
forma a las partes, expido la presente en Sevilla a» y
que en las actuaciones obrantes en la Sala de lo Social
y procedentes del Juzgado, folio 246, aparece un docu-
mento de contenido no idéntico al que le fue entregado
en fecha 15 de diciembre, aunque coincidente con el
notificado el día 7 de diciembre.

10. Por providencia de fecha 18 de abril de 2002,
se acordó señalar el día 22 siguiente, para deliberación
y votación de la presente Sentencia.
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II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se interpone por
«Uralita, S. A.», «Tisa Instalaciones, S. A.», y «Contenur,
S. A.», contra el Auto de la Sala de lo Social, con sede
en Sevilla, del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
de 15 de febrero de 1999, que desestima el recurso
de queja (núm. 4433/98) incoado contra el Auto de 18
de noviembre de 1998 del Juzgado de lo Social núm.
4 de Sevilla. La denuncia de la parte recurrente se basa
en entender que el Tribunal Superior de Justicia le privó
de su derecho al recurso, vulnerando la tutela judicial
efectiva en razón de un cómputo erróneo del plazo para
la formalización del indicado recurso de queja. En ese
sentido, a juicio de las actoras, el cómputo debía iniciarse
el día siguiente a la fecha en la que dicen haber solicitado
y recibido la copia testimoniada del Auto que pretendían
recurrir en suplicación, el 16 de diciembre de 1998 por
tanto. El Ministerio Fiscal, por su parte, atendiendo a
la certificación del Secretario del Juzgado de lo Social
expedida a instancias de este Tribunal, postula la inter-
pretación más favorable a la plena efectividad del dere-
cho al acceso a los recursos, situando la entrega de
la copia testimoniada en el último día del plazo de los
seis concedidos por el Juzgado en el Auto que tenía
por no anunciada la suplicación, e imputando al Tribunal
Superior de Justicia, en consecuencia, la vulneración de
aquel derecho al declarar extemporánea la queja tras
contar el plazo desde la fecha acreditada de la noti-
ficación, la de 7 de diciembre de 1998. La representación
de don Manuel Álvarez Amor, trabajador que instó el
proceso judicial en el que fueron condenadas las deman-
dantes en amparo, interesa la desestimación del pre-
sente recurso en atención a las razones reseñadas en
los antecedentes, señaladamente la recepción del tes-
timonio fuera de plazo y la caracterización del derecho
invocado como no susceptible de amparo.

2. Recordábamos en la reciente STC 22/2002,
de 28 de enero, que el derecho a obtener de los Jueces
y Tribunales una resolución razonada y fundada en Dere-
cho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente
deducidas por las partes se erige en un elemento esencial
del contenido del derecho a la tutela judicial efectiva
reconocido en el art. 24.1 CE, que, no obstante, también
se satisface con la obtención de una resolución de inad-
misión, que impide entrar en el fondo de la cuestión
planteada si esta decisión se funda en la existencia de
una causa legal que así lo justifique, aplicada razona-
blemente por el órgano judicial (SSTC 19/1981, de 8
de junio; 69/1984, de 11 de junio; 6/1986, de 21 de
enero; 118/1987, de 8 de julio; 57/1988, de 5 de abril;
124/1988, de 23 de junio; 216/1989, de 21 de diciem-
bre; 154/1992, de 19 de octubre; 55/1995, de 6 de
marzo; 104/1997, de 2 de junio; 108/2000, de 5 de
mayo, entre otras muchas), pues, al ser el derecho a
la tutela judicial efectiva un derecho prestacional de con-
figuración legal, su ejercicio y prestación están supe-
ditados a la concurrencia de los presupuestos y requisitos
que, en cada caso, haya establecido el legislador, que
no puede, sin embargo, fijar obstáculos o trabas arbi-
trarios o caprichosos que impidan la tutela judicial garan-
tizada constitucionalmente (STC 185/1987, de 18 de
noviembre).

El derecho a obtener una resolución sobre el fondo,
como se sabe, rige tanto en el acceso a la primera ins-
tancia judicial como en la fase de recurso, resultando
ambos estadios exponentes de los contenidos típicos
de la tutela judicial efectiva, pese a lo que sin fundamento
alguno apunta en su escrito de alegaciones la repre-
sentación de don Manuel Álvarez Amor. Sin embargo,
mientras en el acceso a la jurisdicción el principio

proactione actúa con toda su intensidad, por lo que las
decisiones de inadmisión sólo serán conformes con el
art. 24.1 CE cuando no eliminen u obstaculicen injus-
tificadamente el derecho a que un órgano judicial conoz-
ca y resuelva la pretensión formulada (SSTC 6/1986,
de 21 de enero; 118/1987, de 8 de julio; 216/1989,
de 21 de diciembre; 154/1992, de 19 de octubre;
55/1995, de 6 de marzo; 104/1997, de 2 de junio;
112/1997, de 3 de junio; 8/1998, de 13 de enero;
38/1998, de 17 de febrero; 130/1998, de 16 de junio;
207/1998, de 26 de octubre; 16/1999, de 22 de febre-
ro; 63/1999, de 26 de abril, y 108/2000, de 5 de mayo),
en la fase de recurso el principio pro actione pierde inten-
sidad, pues el derecho al recurso no nace directamente
de la Constitución, sino de lo que hayan dispuesto las
leyes procesales, correspondiendo al ámbito de libertad
del legislador, salvo en materia penal, el establecimiento
y regulación de los recursos procedentes en cada caso
(STC 37/1995, de 7 de febrero), por lo que las decisiones
judiciales de inadmisión no son, en principio, revisables
en la vía de amparo salvo que vulneren el derecho a
la tutela judicial efectiva, toda vez, que configurado legal-
mente el recurso, el art. 24.1 CE garantiza también su
utilización (SSTC 63/1992, de 29 de abril, FJ 2;
63/2000, de 13 de marzo, FJ 2). Por ello, las reso-
luciones judiciales que declaren la inadmisibilidad de un
recurso, excluyendo el pronunciamiento sobre el fondo
en la fase impugnativa del proceso, vulneran el derecho
a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de derecho
de acceso a los recursos legalmente establecidos, cuan-
do se funden en una interpretación de la legalidad que
proceda estimar como arbitraria o manifiestamente irra-
zonable (STC 133/2000, de 16 de mayo), se apoyen
en una causa legal inexistente (SSTC 69/1984, de 11
de junio; 57/1988, de 5 de abril; 18/1993, de 18 de
enero; 172/1995, de 21 de noviembre; 135/1998, de
29 de junio; 168/1998, de 21 de julio; 63/2000, de
13 de marzo; 230/2000, de 2 de octubre), o, en fin,
sean el resultado de un error patente (SSTC 295/2000,
de 11 de diciembre; 134/2001, de 13 de junio).

Por lo que concierne a esta última posible causa deter-
minante de la vulneración del art. 24.1 CE, por haber
incurrido el órgano judicial en un «error patente» con
efectos negativos en la esfera jurídica del litigante, tene-
mos dicho que procederá otorgar el amparo siempre
que: a) el error no sea imputable a la negligencia de
la parte, sino atribuible al órgano judicial; b) se trate
de un yerro, predominantemente de carácter fáctico, que
sea patente, esto es, inmediatamente verificable de for-
ma incontrovertible a partir de las propias actuaciones
judiciales; y c) sea un error determinante de la decisión
adoptada, constituyendo el soporte único o básico (ratio
decidendi) de la resolución, de forma que no pueda saber-
se cuál hubiera sido el criterio del órgano judicial de
no haber incurrido en dicho error (SSTC 55/1993, de
15 de febrero; 107/1994, de 11 de abril; 203/1994,
de 11 de julio; 5/1995, de 10 de enero; 162/1995,
de 7 de noviembre; 40/1996, de 12 de marzo; 61/1996,
de 15 de abril; 160/1996, de 15 de octubre; 175/1996,
de 11 de noviembre; 124/1997, de 1 de julio; 63/1998,
de 17 de marzo; 112/1998, de 1 de junio; 180/1998,
de 17 de septiembre; 167/1999, de 27 de septiembre;
206/1999, de 8 de noviembre; 171/2001, de 19 de
julio, entre otras).

3. Proyectando la referida doctrina al caso enjui-
ciado debemos comenzar recordando que el art. 1698
LEC-1881, aplicable por razón temporal y por la remisión
que efectúa el art. 187 LPL, disponía que: «En el acto
de la notificación del auto denegatorio se dará copia
certificada del mismo al que hubiere intentado la pre-
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paración del recurso de casación [aquí, de suplicación]
para que pueda recurrir en queja». En ausencia de toda
evidencia de lo contrario -circunstancia que se mantiene
tras la certificación remitida por el Secretario del Juzgado
de lo Social a instancias de este Tribunal- el Tribunal
Superior de Justicia se limitó a situar el inicio del plazo
en la fecha de la notificación del Auto de 18 de noviem-
bre de 1998, esto es, el 7 de diciembre siguiente, par-
tiendo implícitamente del único presupuesto aceptable
a falta de otros elementos que lo contradijeran, a saber,
el cumplimiento de la Ley por parte del órgano a quo.
Frente a esa razonable apreciación fáctica, que, en prin-
cipio, este Tribunal no puede revisar [art. 44 b) LOTC],
no se ofrece fundamento alguno en el que hacer des-
cansar el pretendido error de la Sala de lo Social, no
siendo el mismo, por lo demás, inmediatamente veri-
ficable de forma incontrovertible a partir de las propias
actuaciones judiciales. Bajo esas circunstancias, en efec-
to, de haberse efectivamente producido el error denun-
ciado resultaría imputable a la parte recurrente el defecto
de acreditación de aquél a los fines de la concesión
del amparo que interesa. Las circunstancias relatadas
conducen, en suma, a estimar que el mencionado Auto
de la Sala de lo Social, con sede en Sevilla, del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, de 15 de febrero de
1999, no incurrió en un error patente e incontrovertible
que, al ser determinante de la decisión de inadmisión
del recurso de queja, vulnerara el derecho a la tutela
judicial efectiva de las recurrentes en amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de abril de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montavo.—Firmado
y rubricado.

9776 Sala Segunda. Sentencia 89/2002, de 22 de
abril de 2002. Recurso de amparo 2330/99.
Promovido por don José Marcelino Mateos
Montero frente al Auto de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo que confirmó la denegación
de la preparación de su recurso de casación
en un contencioso contra la Consejería de
Agricultura y Comercio de la Junta de Extre-
madura sobre adjudicación de una vivienda.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectivo (acceso al recurso legal); inad-
misión de recurso de casación por no justificar
la infracción de una norma no autonómica
(STC 181/2001) tras la sucesión de Admi-
nistraciones públicas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera

y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2330/99, promovido
por don José Marceliano Mateos Montero, representado
por la Procuradora de los Tribunales doña Alicia Casado
Deleito y asistido por el Letrado don José López-Carrasco
Morales, contra Auto de 19 de abril de 1999 dictado
por la Sala Tercera del Tribunal Supremo en el recurso
de queja 1374/98. Ha intervenido la Junta de Extre-
madura, representada por Letrado de su Servicio Jurí-
dico, así como el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 1 de junio de 1999 la Pro-
curadora doña Alicia Casado Deleito, en la representa-
ción indicada, presentó demanda de amparo contra el
Auto del Tribunal Supremo del que se ha hecho mérito
en el encabezamiento de esta Sentencia. Dicho Auto
resolvió el recurso de queja presentado por el deman-
dante de amparo contra otro anterior, de 3 de febrero
de 1999, dictado por la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extrema-
dura en el cual se acordó no tener por preparado el
recurso de casación deducido contra la Sentencia dic-
tada en el recurso contencioso-administrativo núm.
3341/94.

2. La demanda tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) Con fecha 27 de febrero de 1995 el demandante
de amparo presentó recurso contencioso-administrativo
contra «la Resolución de la Consejería de Agricultura
y Comercio de la Junta de Extremadura de fecha 8 de
septiembre de 1994», desestimatoria del recurso de
reposición deducido contra la Resolución de la misma
Consejería de abril de 1994, la cual denegaba, a su
vez, la notificación al demandante de amparo de la Reso-
lución de 24 de abril de 1981 sobre adjudicación de
la casa núm. 1 de la Calle Virgen del Pilar del poblado
protegido de Santa María de las Lomas a la Comunidad
de Regantes de la margen izquierda del Pantano de
Rosarito.

b) Seguido el recurso por sus trámites, el 8 de enero
de 1998 se dictó Sentencia declarando su inadmisibi-
lidad por corresponder el conocimiento de la pretensión
deducida a la jurisdicción civil. En el cuerpo de la Sen-
tencia se entendía que «lo discutido en definitiva es la
propiedad de esa vivienda y no siendo peculiar del orden
contencioso-administrativo la confrontación de titulacio-
nes para resolver a favor del titular de mejor derecho
ni la declaración de nulidad de escrituras públicas (de-
claración implícita a la pretensión del recurrente), de
conformidad con lo dispuesto en el art. 2 a) de la Ley
Jurisdiccional, procede en definitiva declarar, de acuerdo
con el art. 82 a) del mismo cuerpo legal, la inadmisi-
bilidad del presente recurso contencioso-administrativo,
sin entrar a analizar el resto de las cuestiones planteadas
por tal motivo».


